Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:04). 


—Buenas tardes. La Comisión de Defensa Nacional del Senado les da la bienvenida y 
agradece su rápida respuesta. Hoy nos acompañan el señor subsecretario del Ministerio del Interior, 
licenciado Jorge Vázquez; la asesora, doctora Vanesa Reyes, y el comisario Gustavo Hernandorena, 
de la Policía Científica. 


Si el señor subsecretario está de acuerdo, el señor senador Mujica —quien planteó la 
necesidad y la importancia de que ustedes concurrieran a la Comisión de Defensa Nacional- señalará 
lo que esta comisión tiene como expectativa a modo de introducción para direccionarnos en el tema 
por el cual solicitamos que nos acompañaran en el día de hoy. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- De acuerdo, señor presidente. 


SEÑOR MUJICA.- Este fue un asunto que se discutió en la rendición de cuentas. Es un tema 
importante que lleva bastante tiempo con visiones contradictorias. Consideramos que era importante 
que esta comisión lo considerara de inmediato para tratar de darle una solvencia que satisfaga las 
necesidades del Ministerio del Interior. Conversamos sucintamente sobre esto con el señor ministro del 
Interior y conocemos la opinión del Servicio de Material y Armamento. 


La idea es llevar adelante las modificaciones jurídicas que sean pertinentes y no dejar esto 
hasta las calendas griegas porque es un material necesario para que la Policía pueda cumplir sus 
funciones. Por eso plantemos el tema en esta comisión. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Nos referimos al artículo 40 del proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al Ejercicio 2015, que 
dice: «Declárase que no serán de aplicación al Inciso 04 “Ministerio del Interior”, las disposiciones del 
Decreto-Ley N* 10.415, de 27 de febrero de 1943, en la redacción dada por el artículo 1% del Decreto- 
Ley N* 15.075, de 7 de noviembre de 1980, quedando entre otros actos habilitado a adquirir, importar y 
utilizar armamento o municiones adecuadas para el cumplimiento de su misión, todo ello sin perjuicio 
de la observancia de las convenciones internacionales oportunamente suscritas y ratificadas». 


El motivo que llevó a que presentáramos esta propuesta de redacción para este artículo es 
que, a nuestro entender, hay dificultades en la interpretación de una ley que tiene sus orígenes en el 
año 1943, sobre todo en lo que tiene que ver con los artículos 12, 13 y 14. 


Si el señor presidente me permite, voy a dar lectura a estas disposiciones porque el problema 
está más circunscrito a estos tres artículos que a la totalidad de la ley anteriormente mencionada. 


El artículo 12 establece: «Las operaciones aduaneras de importación, exportación y tránsito 
que se realicen en los renglones de explosivos, armas de fuego y municiones para las mismas, 
deberán ser previamente autorizadas por el Ministerio de Defensa Nacional». 


El artículo 13 dice: «El Poder Ejecutivo determinará el sistema y tipo de las armas y 
municiones de uso exclusivo del Ejército, la Marina y la Policía, prohibiendo, en consecuencia su 
importación, venta, adquisición y tenencia por particulares o por instituciones oficiales o privadas». 


El artículo 14 expresa: «Prohíbese la importación, fabricación, venta y adquisición de 
munición incendiaria, explosiva o perteneciente al tipo dum dum (proyectil con envoltura metálica, sin 
punta y núcleo de plomo hueco o deformable), cualquiera sea su calibre». 


Respecto al tema de las municiones, quisiera que el señor presidente cediera el uso de la 
palabra al comisario de Policía Científica para que brinde una explicación. No obstante, quiero señalar 
que la controversia está dada en el hecho de que hace bastantes años que la Policía nacional utiliza un 
tipo de munición de 9 milimetros semiencamisada. 


El artículo 12 establece que el Ministerio de Defensa Nacional sea el que autorice previamente 
la importación y esta cartera, basándose en el artículo 14, dice que está prohibida la importación de 
cualquier tipo de munición con envoltura metálica, sin punta y núcleo de plomo hueco o deformable. 


Por otro lado, el artículo 13 dice que el Poder Ejecutivo podrá autorizar el tipo de armas y 
municiones de uso exclusivo del Ejército, la Marina y la Policía; o sea que, en última instancia, el Poder 
Ejecutivo autoriza la importación de las municiones. En esta última oportunidad el Poder Ejecutivo 
autorizó la compra, el Ministerio de Defensa Nacional interpuso este artículo, lo enviamos a la Fiscalía 
de Gobierno y el doctor Borrelli informó que convendría incorporar un artículo en la rendición de 
cuentas que permitiera sortear esta dificultad porque, de todas maneras, se termina haciendo la 
importación, pero implica un gran desgaste en los trámites burocráticos. 


Dado que el Poder Ejecutivo puede determinar el tipo de munición a utilizar —y voy a pedir al 
señor comisario que fundamente por qué la Policía emplea este tipo de munición semiencamisada y no 
otra—, entendemos que esta es la oportunidad —como nos sugirió la Fiscalía de Gobierno— para sortear 
el obstáculo que se nos presenta cada vez que hacemos una importación de municiones. 


SEÑOR HERNANDORENA.- La Ley n.* 10415 de 1943 refiere a los proyectiles dum dum. Estos 
proyectiles fueron creados en 1846 por el Imperio Británico, debido al problema de que los proyectiles 
de rifle transfixiaban los cuerpos. ¿Por qué? Porque se deformaban dentro del cuerpo. Ese tipo de 
proyectil para rifle genera grandes heridas que no son iguales a las de los proyectiles 
semiencamisados que podemos encontrar ahora para pistola. ¿Por qué son necesarios los proyectiles 
semiencamisados de punta hueca frangibles para la Policía? Porque la Policía se mueve en un 
ambiente urbano, lleno de lugares donde pueden producirse rebotes; las ciudades están llenas de 
granito, hormigón, mampostería y chapa. Últimamente hemos tenido que lamentar víctimas por 
sobrepenetración y por rebotes de proyectiles de armas de fuego totalmente encamisados. No se trata 
de que los proyectiles semiencamisados de punta hueca o frangible no vayan a rebotar, sino que 
rebotan menos y en ocasiones se desintegran o se deshacen, no causando heridas o provocando 
algunas de menor entidad a terceros. Por eso es necesario que la Policía utilice ese tipo de cartuchos; 
es el que se usa internacionalmente. 


Una de las Policías más grandes que existen en el mundo es la de Nueva York; esta hizo 
estudios en el año 1997 y llegó a la conclusión de que debía utilizar proyectiles de punta hueca para 
todos sus efectivos. Por nuestra parte, el tipo de cartucho que queremos utilizar es el semiencamisado 
para reducir la sobrepenetración y los rebotes, que pueden ocasionar muertes. 


Estos son los fundamentos para el uso de estos proyectiles. Cabe aclarar que tenemos una 
experiencia de veinte años viendo rebotes y sobrepenetración con el proyectil totalmente encamisado. 
El proyectil totalmente encamisado fue reglamentado por La Haya en 1899 para la guerra, pero no para 
los países soberanos como nosotros en los que no existen guerras en el ámbito interno. 


SEÑOR LACALLE POU.- Puedo compartir la explicación técnica que hace el señor comisario 
Hernandorena, pero la Guardia Republicana está tirando con .223, calibre nato de guerra, encamisado. 
Es la Policía y está usando un calibre de guerra trazador. Creo que eso no se condice con la 
explicación que se está dando por parte del Ministerio del Interior. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- No hay que olvidar que la Guardia Republicana tiene 
jurisdicción nacional e interviene en enfrentamientos en el área rural, en la que utiliza un armamento 
muy distinto al que emplea cuando se despliega en el área urbana. Aquí estamos hablando 
fundamentalmente de una munición 9 milímetros para pistola y para subfusiles y no para munición de 
otro tipo, como por ejemplo la AK 7.62 x 39, que es de mayor penetración. Esta se utiliza 
principalmente en enfrentamientos a larga distancia o en el área rural. 


SEÑOR HERNANDORENA.- El cartucho .223 lo utiliza la Guardia Republicana en contados fusiles que 
tienen los grupos especiales. Los fusiles de la Guardia Republicana no están constantemente en la 
calle; solo se utilizan en situaciones especiales. La munición que se usa es totalmente encamisada y 
es acorde a las resoluciones de La Haya. 


SEÑOR LACALLE POU.- Por eso mismo. Hay dos visiones, dependiendo del armamento y la 
munición. Es más, el entrenamiento de la Guardia Republicana —que tuvimos el gusto de ver— es 
justamente en situación de conflicto urbano. Hay un simulador de tiro y ahí practican con el subfusil 
.223. Justamente me llamó la atención, porque uno espera que en corta distancia la bala no tenga 
trayectoria por encima del cuerpo humano, más aún si se trata de .50, pero ahí ya estamos hablando 
de un arma para francotirador. Pero me llamó la atención que la Guardia Republicana utilice calibre de 
guerra, calibre nato .223 que, reitero, no se condice con la explicación que yo acepto o que me parece 
más lógica sobre la munición semiencamisada. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Creo que estamos hablando de situaciones distintas. Se 
trata de diferentes tipos de enfrentamientos, distintas modalidades de intervención en los que se 
utilizan el armamento y la munición adecuada para el hecho concreto que se va a enfrentar. 
Refiriéndonos a lo que específicamente nos compete, que es la munición 9 milimetros 
semiencamisada, lo que se busca —más allá de lo que expresó el comisario con mucho detalle— es que 
haya una relación entre impacto y penetración. En el combate urbano se busca que la munición tenga 
mucho impacto y poca penetración, evitando la trasmisión y el rebote. Lo ideal es que la munición 
quede en el cuerpo donde impactó. De hecho, en algunas policías y para algunas unidades más 
especiales se utiliza munición con mucho impacto y poca penetración como, por ejemplo, la calibre 45. 


SEÑOR MUJICA.- ¿Esta munición en cuestión es fundamentalmente para uso de las pistolas? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Se usa para pistolas, subfusiles y metralletas. Es para 
enfrentamientos a corta distancia. 


SEÑOR GARCÍA.- Creo que es entendible, por lo menos desde mi punto de vista, el tema de la 
munición dum dum. Lo que sucede es que el artículo propuesto tiene un alcance mucho más amplio 
que la munición de la que se está hablando. Toda la argumentación se basa en un tipo de munición — 
las balas dum dum- y, sin embargo, el artículo es un cheque en blanco para que el Ministerio del 
Interior pueda importar cualquier armamento y munición, ya sea la mencionada o la que se le ocurra. 


Creo que si lo que busca el Ministerio del Interior es tener la posibilidad de utilizar un proyectil 
con las características que recién nos detallaba, podemos hablar de eso. Ahora bien, se ha presentado 
un artículo que dice: «Declárese que no serán de aplicación al inciso 04 “Ministerio del Interior”, las 
disposiciones del Decreto-Ley N.”* 10.415, de 27 de febrero de 1943, en la redacción dada por el 
artículo 1? del Decreto-Ley N.* 15.075, de 7 de noviembre de 1980 —y escuchen los señores senadores 
lo que se expresa a continuación, que era a lo que quería llegar—, quedando entre otros actos 
habilitado a adquirir, importar y utilizar armamento o municiones adecuadas para el cumplimiento de su 
misión, todo ello sin perjuicio de la observancia de las convenciones internacionales oportunamente 
suscritas y ratificadas». 


Esto, repito, es un cheque en blanco, no es para balas dum dum. Esto implica, salvo que me 
digan que no es así —haciendo una lectura lineal como la que acabo de realizar—, la autorización para 
que el Ministerio del Interior importe y utilice armamento o municiones adecuadas para el cumplimiento 
de su misión, la que considere oportuna. 


¿Quién determina cuál es el armamento oportuno? El Ministerio del Interior. Es decir que es 
un cheque en blanco. Ese es el centro de este artículo, no lo es la bala dum dum. ¿Quieren la bala 
dum dum? Vamos a hacer un artículo donde se hable solo de la bala dum dum. Si lo que se quiere es 
algo más, es este artículo y ese algo más va a quedar fuera del control de cualquier otro organismo, 
excepto de la voluntad del Ministerio del Interior. Esta es la crítica, la objeción que tenemos. Salvo que 
la delegación me diga que lo que estoy diciendo no es así, entonces vamos a discutir de idioma 
español y no de balas y creo que a mí la escuela pública me enseñó bastante bien el idioma español, 


lo que estoy diciendo es así. Quiere decir, vuelvo a repetir, que lo que está pidiendo el Ministerio del 
Interior es un cheque en blanco para «importar y utilizar armamento o municiones adecuadas para el 
cumplimiento de su misión». ¿Quién va a determinar cuáles son las adecuadas? El Ministerio del 
Interior. El problema no es la bala dum dum. 


Entonces, centrarnos en la discusión de la bala dum dum cuando aquí se está hablando de 
cualquier armamento y munición, me parece un argumento que no va de acuerdo en virtud de lo que se 
está pidiendo al Parlamento, que no es por balas dum dum sino por la posibilidad, reitero, de importar y 
utilizar cualquier armamento fuera del control del Estado, excepto el que pueda ejercer el propio 
Ministerio del Interior que es el que va a autorizarse a sí mismo la importación. 


Este es el centro del tema y pido que se me diga si lo que estoy planteando no es así. Si se 
trata de las balas dum dum ya nos ponemos a trabajar en la autorización, pero si es para cualquier 
cosa, corresponde este artículo que no estamos dispuestos a acompañar. Con buen criterio el Senado 
lo separó, lo desglosó porque creo que interpretó algo muy similar a lo que entendí yo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Debo reconocer que, en la redacción de un artículo, una 
cosa es el punto de vista del Ministerio del Interior “hay cosas que nos resultan obvias por ser de uso 
diario para nosotros— y otra es el legislador, que recibe fríamente la letra. 


Para nosotros es muy importante que las municiones sean adecuadas para el cumplimiento 
de su misión. A nosotros nunca se nos hubiera ocurrido plantear todo tipo de munición como utiliza el 
Ministerio de Defensa Nacional. El cumplimiento de la misión del Ministerio del Interior es 
fundamentalmente la disuasión y la represión del delito y, eventualmente, el combate al crimen 
organizado con el armamento que habitualmente tiene nuestra policía, ya sea el arma corta, el arma 
larga o el arma para enfrentamiento a corta distancia. 


A nosotros no se nos ocurrió poner en este artículo «cualquier tipo de munición», pero sí la 
que específicamente va a ser utilizada por la Policía para los cometidos específicos que tiene, que es 
el combate al delito y al crimen organizado, en sus manifestaciones urbanas y rurales. Esa es la 
intención. Si se encuentra una redacción que contemple el espíritu que tiene el Ministerio del Interior en 
cuanto a poder utilizar una munición adecuada al cumplimiento de la misión de la Policía, estamos 
abiertos. 


SEÑOR GARCÍA.- Queda claro lo que planteaba y que esto es librar un cheque en blanco. Si no fuera 
así, lo único que habría que modificar es el artículo 14 del Decreto Ley n.” 10415, de 27 febrero de 
1943, que es el que habla específicamente del proyectil dum dum. De lo contrario, reitero, es librar un 
cheque en blanco. Aunque el Ministerio del Interior no lo haya tenido en la cabeza o no lo haya 
razonado, la simple lectura del texto que se mandó lo deja ver. 


Por otra parte, quiero aprovechar la presencia del señor subsecretario y del equipo del 
Ministerio del Interior para preguntar sobre un tema que es conexo con este, que no es este 
directamente, pero que ha sido motivo de debate a nivel político, incluso de compromiso del presidente 
de la república en diálogo por seguridad en la Torre Ejecutiva, y el señor subsecretario participó casi en 
la totalidad de las reuniones. 


Allí el presidente de la república se había comprometido a la remisión de la reglamentación de 
la ley de armas, por decirlo en términos resumidos, sin tecnicismos; pero entendemos el concepto. 
Todos sabemos que ese decreto no se pudo hacer por una diferencia importante entre el Ministerio del 
Interior y el Ministerio de Defensa Nacional. 


Días después del fallecimiento del exministro Fernández Huidobro el presidente de la 
república dio a los partidos políticos un proyecto de decreto que, según tengo entendido, era de 
manufactura del Ministerio del Interior. En ese debate entre el Ministerio del Interior y el Ministerio de 
Defensa Nacional la balanza se había inclinado hacia el Ministerio del Interior. Allí, seguramente, 
algunos de los presentes en la mesa habrán tenido una activa participación en ese decreto. Sé que 


hubo otro proyecto del Ministerio de Defensa Nacional que constaba de doscientos artículos, o algo por 
el estilo, pero quedó el que el Ministerio del Interior elaboró, que es el que circuló. 


Nosotros tenemos discrepancias con eso y por eso la semana pasada, cuando el señor 
senador Mujica planteó esta sesión de la comisión, pedimos que también viniera la sociedad civil que 
está vinculada a estos temas para que nos diera su opinión. 


Simplemente quería aprovechar su presencia para saber qué actitud tiene actualmente el 
Poder Ejecutivo con respecto a ese proyecto. Nosotros tenemos nuestra opinión, pero nos gustaría 
saber —dado que todos tenemos conocimiento de que hubo, como se decía antes, un tatequieto— en 
qué situación estamos hoy con respecto a ese decreto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Creo que los artículos 12 y 13 tienen que ver con 
cuestiones administrativas. El artículo 12 está vinculado a las operaciones aduaneras de importación, 
exportación y tránsito, que deben ser autorizadas previamente por el Ministerio de Defensa Nacional. A 
su vez, el artículo 13 comienza diciendo concretamente: «El Poder Ejecutivo determinará el sistema y 
tipo de las armas y municiones». El artículo 14, como muy bien mencionó el señor senador García, 
empieza diciendo: «Prohíbese la importación, fabricación». 


Si nos remitimos al artículo 14 y exceptuamos al Ministerio del Interior de esta disposición, 
estaríamos contemplando las necesidades de la Policía nacional. O sea que estaría autorizada, con lo 
cual, cuando el Ministerio de Defensa Nacional vea la importación, se va a referir al artículo 14 nuevo y 
va a ver que el Ministerio del Interior está autorizado a importar esa munición. 


Nosotros no vemos inconveniente en hacer una modificación en ese sentido. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quisiera consultar sobre una cuestión técnica que escapa a mis 
conocimientos. Creo que es una pregunta para el señor comisario. 


Por un lado, me gustaría saber si la bala de punta blanda en un fusil puede generar algún tipo 
de interrupción en el funcionamiento del retroceso y de la dinámica, sobre todo cuando se usa el 
sentido automático de los subfusiles y no el tiro a tiro. 


Por otro lado, se advierte que la munición de punta blanda o hueca sería efectiva para evitar 
algún tipo de daño ulterior en un procedimiento y se aduce que ha habido algún tipo de inconveniente. 
¿Se ha evaluado esto? ¿Se sabe cuántos han sido? ¿Las pericias técnicas han demostrado que esto 
se puede dar frecuentemente? ¿Hay casos identificados? A uno, que ha tenido cierta relación con las 
armas, le cuesta creer que sea algo frecuente, sobre todo cuando se trata de un calibre de 9 
milímetros. Por eso pregunté acerca del subfusil de punta blanda, que quizás sea perjudicial para el 
funcionamiento del armamento. 


SEÑOR HERNANDORENA.- En cuanto a las armas debo decir que, si se usa una munición totalmente 
encamisada o una semiencamisada, el funcionamiento es totalmente igual; los controles en las fábricas 
están pensados para que puedan utilizarse en cualquier tipo de armas, tanto pistolas como subfusiles, 
que es lo que usa la Policía. 


Con relación a los hechos, cabe destacar que hace pocos días hubo un caso en el boliche 
Coyote, donde debido a la utilización de una munición con punta totalmente encamisada un disparo 
efectuado hacia el piso rebotó y provocó una herida mortal a una víctima. En los veinte años de 
trayectoria que tengo he vivido otros hechos similares en los que la Policía efectúa un disparo y, debido 
a algún rebote, hay terceros que resultan ser víctimas. 


SEÑOR LACALLE POU.- Este es un tema que nos gusta y sobre el que tratamos de informarnos, pero 
me sorprende el ejemplo del boliche Coyote que todos conocemos— porque es algo reciente. 
Tiendo a pensar que, por la distancia, el rebote y cómo fue efectuado el disparo, hubiera sucedido 
exactamente lo mismo con cualquiera de los dos tipos de munición, encamisada o no. 


Efectivamente, ¿la pericia establece que por tratarse de este tipo de bala se produjo este 
incidente? ¿Está comprobado? ¿Debido a lo que dice la pericia y a su experiencia se puede afirmar 
que a esa distancia y con ese ángulo podría haber sucedido lo mismo con otro tipo de munición? 


SEÑOR HERNANDORENA.- Por supuesto que no puedo afirmar, en un cien por ciento, que los 
proyectiles semiencamisados o ecofrangibles no rebotan; también lo hacen. ¿Qué pasa con este tipo 
de proyectil? Que al rebotar a veces se fragmenta en varios trozos lo que, como es obvio, provoca 
menos lesiones y no como las que mencionamos en el ejemplo, que ocasionan la muerte. Sin 
embargo, sí puedo asegurar en un cien por ciento que el proyectil que se usó en ese caso era 
totalmente encamisado y tuvo un rebote contra un medio duro —mampostería u hormigón— y eso 
provocó la muerte de la víctima. 


SEÑOR LACALLE POU.- Pero no se puede adjudicar el incidente al encamisado del proyectil... 


SEÑOR HERNANDORENA.- Claro, señor senador. Lo que no puedo afirmar es que los proyectiles 
semiencamisados, huecos o frangibles no rebotan; sí lo hacen, pero en menor proporción. A veces se 
fraccionan en pedazos y de esa manera se puede evitar una muerte. 


SEÑOR LACALLE POU.- Igual es difícil que, dada la aceleración del proyectil, tenga la velocidad 
suficiente como para fragmentarse. 


SEÑOR HERNANDORENA.- Cuando un proyectil rebota, siempre lo hace a menor velocidad de la que 
trae, pero lo que hemos visto con los proyectiles totalmente encamisados es que salen a tal velocidad 
que pueden provocar la muerte. 


Lo cierto es que los proyectiles no son los mismos para todos los usos; por ejemplo, en una 
situación urbana, otras policías del mundo usan un proyectil frangible, que es aquel que impacta y se 
deshace en miles de pedazos. 


SEÑOR LACALLE POU.- Si se utiliza la munición que plantea el Ministerio del Interior, estamos de 
acuerdo en que hay serias chances de que se produzcan más muertes. Al momento de repeler la 
agresión o en un procedimiento en el que se deje momentáneamente fuera de combate a una persona 
o se detenga la acción, el Ministerio del Interior debe evaluar que al utilizar este tipo de munición hay 
un altísimo porcentaje de posibilidades de que haya más muertes. 


SEÑOR HERNANDORENA.- ¿Se refiere al totalmente encamisado? 
SEÑOR LACALLE POU.- No, no, el punta hueca. 


SEÑOR HERNANDORENA.- Con el punta hueca o deformable tenemos menos chances de que haya 
una tercera víctima. 


SEÑOR LACALLE POU.- Vamos a entendernos: si yo le tiro a usted con un punta hueca tengo más 
chance de matarlo que con una bala encamisada. Eso se hace en cacería y en otros momentos, 
cuando se quiere eliminar, matar y no cuando se quiere detener. Por lo tanto, la compra de esta 
munición sugiere que en los enfrentamientos la persona destinataria del disparo tiene más riesgo de 
muerte que con una bala encamisada. 


SEÑOR HERNANDORENA.- No; no tiene más riesgo de muerte. Es según el órgano por donde 
ingrese la bala. Si le efectúo un disparo en el corazón a una persona es lo mismo tirarle con una bala 
encamisada. Esto se relaciona con el órgano por donde ingrese el proyectil. 


SEÑOR LACALLE POU.- La razón de ser de la bala nato, de la encamisada, es que es una bala 
buena —diría-, que no mata. Algunos sostienen que en la guerra más vale tener un herido que un 
muerto en la línea de frente. Esta bala por lo menos deja inutilizado a otro combatiente. El argumento 


que se usa y que uno lee en las páginas especializadas es que la bala encamisada no mata tanto 
como una bala de punta blanda o, en este caso, una bala dum dum. Eso es lo que he leído 
históricamente, salvo que haya una nueva tesis, que es la que sostiene el comisario. 


SEÑOR HERNANDORENA.- Nosotros vemos que, a los efectos de producir la muerte, el resultado es 
el mismo, tanto si se utiliza el semiencamisado como el totalmente encamisado. Lo único que 
queremos es que, cuando haya un intercambio de disparos con la Policía y una bala impacte en un 
cuerpo, no lo transfixie y termine hiriendo a otra persona. En fin, lo que queremos es que, si el disparo 
impacta en zonas duras como chapa, granito o lo que sea, no rebote y provoque la muerte o la herida 
de una persona. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- En principio estaríamos de acuerdo en modificar la 
redacción del artículo 14, tal que no sea aplicable al Ministerio del Interior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El señor senador García está de acuerdo? 
SEÑOR GARCÍA.- Lo veremos cuando nos hagan llegar la modificación correspondiente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Con respecto a la segunda pregunta del señor senador 
García, debo decir que la confrontación realmente no fue entre el Ministerio del Interior y el Ministerio 
de Defensa Nacional. Cuando se planteó la reglamentación de la ley hubo dos propuestas: una la hizo 
el Ministerio del Interior y la otra, el Ministerio de Defensa Nacional. En varias oportunidades se 
hicieron reuniones entre ambos ministerios para buscar una redacción en común. De ahí en adelante 
hubo varios actores que se sumaron a esta discusión como, por ejemplo, los coleccionistas de armas, 
los cazadores, los dueños de armerías y la gente que hace práctica de tiro. Esto lo hicieron solicitando 
entrevistas al Ministerio de Defensa Nacional, a nosotros y también a los legisladores. De esta forma, 
nos llegaron distintos tipos de sugerencias. 


A punto de partida de eso se hizo un proyecto de ley que fue repartido en las reuniones 
interpartidarias sobre el tema seguridad. Como bien dijo el señor presidente en su momento, esta era 
una iniciativa abierta para ser considerada por los partidos políticos. De todos modos, continuaron 
llegando otras sugerencias sobre las que todavía no se ha resuelto. Hemos incorporado muchas de las 
sugerencias que se nos hicieron llegar por distintas vías, por ejemplo, por medio de los legisladores. 
Inclusive, todavía nos siguen pidiendo audiencias, por lo que hicimos algunas modificaciones que ya 
enviamos a Presidencia. De todos modos, hasta donde tengo conocimiento, esto no tiene una 
redacción definitiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor subsecretario y de sus asesores y 
también su rápida respuesta ante la inquietud de la comisión. 


(Se retiran de Sala el Subsecretario del Interior y sus asesores). 
(Ingresan a sala las autoridades del Ministerio de Defensa Nacional) 


—La comisión da la bienvenida al señor Ministro de Defensa Nacional, doctor Jorge 
Menéndez; el señor subsecretario de Defensa Nacional, don Daniel Montiel y su equipo de asesores, y 
agradece su rápida respuesta. 


La idea es que el señor senador Mujica haga una introducción sobre una modificación 
presupuestal para la cual se entendió que sería importante su presencia para conocer su opinión al 
respecto y plantearles las preguntas correspondientes. 


SEÑOR MUJICA.- En oportunidad de discutirse la rendición de cuentas, se consideró que el artículo 
40, en alguna medida, estaba expresando que había una contradicción entre los ministerios en la 
interpretación de los distintos artículos que tienen que ver con la importación y la autorización con 
respecto al uso de municiones. Nos pareció que el tema debía ser considerado fuera de la rendición de 


cuentas, pero no queríamos dejar pasar mucho tiempo. Por ese motivo, decidimos escuchar la opinión 
del Ministerio del Interior y del Ministerio de Defensa Nacional con respecto a esta disposición y lo que 
lo rodea. 


Nos ha quedado claro que existe una preocupación por parte del Ministerio del Interior de 
disponer de un tipo de munición que, según ellos aducen, tiene propensión a tener rebotes en 
distancias cortas, menores eventualmente que las municiones francamente blindadas. En el debate se 
planteó el problema de que la redacción es muy genérica, demasiado abierta y poco específica. Por 
eso queremos saber qué opina el ministerio. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias por recibirnos, señor presidente. 


Hemos escuchado atentamente el planteo del señor senador Mujica. Obviamente, este tema 
ya lo tratamos cuando comparecimos ante la Cámara de Representantes y también ante el Senado en 
oportunidad del tratamiento de la rendición de cuentas. En el caso del Senado por el artículo 40 y en la 
Cámara de Representantes por el artículo 36, se declaraba que no era de aplicación al inciso 04, 
Ministerio del Interior, las disposiciones del Decreto Ley 10415 y quedaba, entre otros actos, habilitado 
para adquirir, importar y utilizar armamento y municiones adecuados para el cumplimiento de sus 
funciones, siempre observando las convenciones internacionales suscritas por nuestro país. 


Si bien fuimos firmantes —como Ministerio de Defensa Nacional- del proyecto de ley de 
rendición de cuentas —que, sabido es, se firma en conjunto—, cuando se nos consultó dijimos que este 
artículo no conformaba lo que eran las disposiciones que pretendíamos llevar adelante, desde nuestra 
cartera, en dicha rendición de cuentas. O sea que entraba por otro inciso, es decir el 04, no el 
correspondiente al Ministerio de Defensa Nacional. 


También dijimos en esa comparecencia que el Ministerio de Defensa Nacional estaba 
conforme con la legislación vigente, en la cual la cartera tenía responsabilidad en todo lo que tiene que 
ver con la importación de armamento, municiones y explosivos y que esto se basaba en la legislación 
aplicable al Servicio de Material y Armamento y al Registro Nacional de Armas, que eran el Decreto Ley 
10415, de 13 de febrero de 1943; el Decreto Ley n.* 265/943; la Ley n.* 17300, del 8 de marzo de 
2001; la Ley n.* 19225, de 14 de junio de 2014 y la Ley n.* 19247, del 27 de agosto de 2014. Reitero: 
ese es el marco legal existente por el que nos regimos hoy. 


Sobre la base de ese artículo específico, entendíamos que existía una serie de limitaciones 
o, concretamente, de inhabilitaciones —porque así lo establece el artículo 14 del Decreto Ley n.” 
10415- referidas a la importación de ese material. Pero más allá de eso, y haciendo referencia a este 
artículo, entendíamos que era bueno para el Estado uruguayo la contraposición de intereses. Cuando 
me refiero a esto, hablo de la importancia de que dos ministerios diferentes atendieran cuestiones que 
son diferentes: uno en lo que tiene que ver con las habilitaciones a las personas, por ejemplo a través 
del Thata, y el otro, con las habilitaciones al armamento, que lleva adelante el Registro Nacional de 
Armas del Servicio de Material y Armamento del Ejército nacional y del Ministerio de Defensa Nacional. 
Esa contraposición de intereses ha sido saludable y buena para el Estado. Nosotros también creemos 
que será buena. 


Por lo tanto, consideramos que mantener en su totalidad las respectivas habilitaciones que 
se han dado por ley y a través de la reglamentación al Servicio de Material y Armamento, es una cosa 
buena e importante para el Estado uruguayo. 


En definitiva, ese era el concepto que manejábamos. Obviamente, el Parlamento nacional 
tiene la potestad de ir en uno o en otro sentido, o sea, de modificar lo que se dice en la ley, mantenerlo, 
o ser más específico y opinar también sobre lo que pueda determinar la Ley n.* 10415 en algunos de 
sus artículos y hablar o no sobre los impedimentos. 


Eso es lo que queríamos expresar en una primera instancia. 


SEÑOR GARCÍA.- Agradecemos la visita del señor ministro y el equipo que lo acompaña. 


La intervención del señor ministro quedó bien clara, pero en caso de que tuviera que opinar 
en cuanto a si es o no conveniente votar lo que propone el Poder Ejecutivo, ¿qué nos recomendaría? 


SEÑOR MINISTRO.- No sé si el Poder Ejecutivo en este momento mantiene el planteamiento que 
plasmó en la rendición de cuentas porque entiendo que esto fue enviado a la Comisión de Defensa 
Nacional —o, por lo menos, se está hablando de ello en este ámbito— y con anterioridad comparecieron 
representantes del Ministerio del Interior. Queremos señalar claramente que en este momento estamos 
trabajando con la legislación actual y estamos conformes con ella. Obviamente, si existiera alguna 
modificación, pretenderíamos que se mantuviera dentro del Ministerio de Defensa Nacional la potestad 
de regular las importaciones de armas, municiones, explosivos y todo lo concerniente a esa materia; o 
sea, lo que se ha hecho hasta el momento. No decimos nada con respecto a la Ley n.” 14415, que 
refiere a las habilitaciones o inhabilitaciones legales de los distintos materiales; no es una cuestión 
central para el Ministerio de Defensa Nacional, obviamente, siempre que se realice al amparo de la ley. 


SEÑOR GARCÍA.- Compartimos la posición del Ministerio de Defensa Nacional, que coincide con la 
que motivó, entre otras cosas, que solicitáramos desde el inicio del tratamiento en la Cámara de 
Representantes y después en el Senado, que se desglosara este artículo. Nos parece buena cosa para 
el país tener contraposición de intereses; por otra parte, esa posición del Ministerio de Defensa 
Nacional, que es diferente a la del Ministerio del Interior, coincide con la que sostiene el Partido 
Nacional. 


La siguiente pregunta se vincula con un tema que es primo hermano de este; se refiere al 
decreto reglamentario de la conocida como ley de armas. El señor ministro sabe que este es un 
decreto que está pendiente desde hace tres o cuatro años, que no se pudo concretar por las 
diferencias entre el Ministerio de Defensa Nacional y el Ministerio del Interior sobre algunos de los 
temas de fondo y el control que se tiene sobre el armamento. El señor presidente de la república se 
comprometió en las reuniones con los partidos políticos a entregar un proyecto de decreto —algo a lo 
que no está obligado, ya que es materia administrativa— que ya nos repartió y, según la información de 
que disponemos, estaría inclinando la balanza hacia el Ministerio del Interior. Creo que el Ministerio de 
Defensa Nacional había elaborado un proyecto de decreto de más de doscientos artículos pero que en 
el seno del Poder Ejecutivo primó la intención del Ministerio del Interior, y coincidentemente —o algunos 
días después del fallecimiento del ministro Fernández Huidobro— se quiso dar a conocer un proyecto. 


Entonces, quisiera saber en qué está ese asunto. Nosotros tenemos reparos con ese 
proyecto. Como no ha sido materializada todavía, queremos saber en qué situación se encuentra esa 
reglamentación —es una ley sin reglamentación—, si ese diferendo que hay entre el Ministerio del 
Interior y el Ministerio de Defensa Nacional está saldado o si todavía está en debate, y cuál es la visión 
que tiene el Ministerio de Defensa Nacional sobre este tema. 


Gracias, señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a contestarle sinceramente, señor senador. El reglamento aún no está 
firmado. Está en trámite administrativo dentro del Poder Ejecutivo. En algunos puntos no hemos tenido 
acuerdo y aún no los hemos dilucidado. 


SEÑOR LACALLE POU.- En cuanto a este último punto, señor ministro, no sé cuánto pesa, pero 
quiero decir que cuenta con nuestro apoyo. 


En segundo lugar, quiero hacer una afirmación. Como está aquí presente el asesor del 
Servicio de Material y Armamento, quizás pueda aclararnos más su veracidad, que se la planteáramos 
también a los representantes del Ministerio del Interior hace unos instantes. La explicación que se da 
para reformar el decreto ley hace a la posibilidad de rebote de determinada munición. Se cita el caso 
específico de 9 milimetros y su fusil. Allí tuvimos algunas diferencias. 


La diferencia entre una bala encamisada y una bala dum dum —cuando una persona es 
alcanzada por un proyectil de estos— es que la bala dum dum tiene la punta hueca o semiencamisada, 


entonces, tiene más posibilidades de provocar un daño mayor, de matar, que si se usa una bala 
encamisada. Quiero saber si el Ministerio de Defensa Nacional entiende que esta afirmación es cierta. 


SEÑOR BRUFAU.- Buenas tardes. Gracias por habernos recibido. 


Con respecto a la consulta del señor senador, efectivamente, hay dos tipos de municiones 
que están a estudio en esta circunstancia. Las totalmente encamisadas o full metal jacket, son las 
actualmente autorizadas. Según su característica, tendrían la posibilidad de atravesar a la persona o al 
objeto en el que impacta, pero el daño que realizan es sensiblemente menor que el provocado por la 
otra bala, de punta hueca. La bala dum dum, al impactar en un cuerpo blando, se expande y queda 
dentro del cuerpo, originando muchísimo daño —aunque sea una bala de pequeño calibre— y 
provocando mutilaciones y otro tipo de heridas que no necesariamente son mortales, pero que 
ocasionan muchísimo daño al que las recibe. 


Ese es el motivo por el cual están prohibidas por las convenciones de Ginebra de derecho 
internacional humanitario. 


Quiere decir que a veces la bala misma no ocasiona la muerte, pero sí origina lesiones y 
mutilaciones muy importantes. 


SEÑOR MUJICA.- Consulto si desde el punto de vista técnico puede considerarse que, utilizadas en 
corta distancia, en ámbito urbano y con fuertes posibilidades de rebote, puede ser más peligrosa una 
bala encamisada que una de estas que se descomponen. 


En esta discusión, parecería que hay balas buenas y malas —con el eufemismo del lenguaje 
de guerra— pero lo cierto es que hay balas que lo que buscan, más que matar, es inutilizar a dos o tres 
activos. El objetivo es distinto. Por eso mismo, porque los objetivos son distintos, ¿se puede aducir que 
es más peligroso el rebote de una bala encamisada dura que una de una bala blanda? 


SEÑOR BRUFAU.- Respecto al ejemplo del señor senador Mujica es un argumento que se escucha 
muy a menudo, es decir, la posibilidad de que rebote la bala encamisada o que atraviese a una 
persona o hiera a otra pero, sinceramente, no conozco ejemplos concretos. Siempre es una posibilidad 
teórica que se argumenta pero, en los hechos no lo he comprobado. 


SEÑOR MUJICA.- ¿Qué panorama constatable existe de las municiones que utilizan las policías en el 
mundo? 


SEÑOR BRUFAU.- En general en la región la punta hueca está autorizada para cacería no para uso de 
las fuerzas policiales. 


SEÑOR GARCÍA.- El señor ministro ya conoce el tema que voy a plantear. 


Quería aprovechar esta oportunidad en la que nos visita el señor ministro de Defensa 
Nacional y su equipo para que informe a la comisión sobre las conclusiones a las que arribó la 
investigación de los accidentes aéreos. La última reunión en que compareció el ministro —que fue la 
primera, posterior al fallecimiento del ministro Fernández Huidobro- fue, increíblemente, entre los dos 
accidentes, el del avión y, a las veinticuatro horas, ocurrió el del helicóptero. Analizamos someramente 
el episodio porque habían pasado veinticuatro del primer accidente y todavía no había ocurrido el 
segundo. Nos parece que es oportuno preguntar sobre este tema porque hace tres días nos enteramos 
por los medios de la finalización de la investigación. Después de que el ministro informe, haré alguna 
apreciación. 


SEÑOR MINISTRO.- Vamos a tratar de informar lo que esté a nuestro alcance. Como ministro 
obviamente hemos estado interiorizados e informados por parte, en primer lugar, del comandante de la 
Fuerza Aérea y, en segundo término, por las dos comisiones investigadoras que se abocaron a la 
realización del trabajo que mencionó el señor senador García. 


Estas investigaciones se dieron fundamentalmente a través de dos equipos denominados 
Ciaia, Comisión de Investigación de Accidentes e Incidentes Aéreos, que están conformadas al amparo 
del Reglamento de Investigación de Accidentes Aéreos de la Fuerza Aérea —que es el 343/989- que 
determina, en su artículo 1. que el reglamento regula los procedimientos que se observarán en 
materia de investigaciones de los accidentes aéreos y determina los organismos que intervienen en 
ella, sus competencias, etcétera. Y el artículo 2. -que es de suma importancia— tiene que ver con que 
los procedimientos tenderán básicamente a tres aspectos: determinar las causas que producen cada 
accidente; proporcionar la información eficiente en que se basen las recomendaciones a seguir a los 
efectos de evitar accidentes futuros; proporcionar datos estadísticos que se puedan utilizar para 
evaluar la experiencia general en materia de accidentes de la Fuerza Aérea, a efectos de tomar 
medidas correctivas que se estimen conveniente. 


Las autoridades intervinientes son el comandante en jefe de la Fuerza Aérea, el director de 
Seguridad de Vuelo de la Fuerza Aérea y las comisiones investigadoras. 


Estas comisiones fueron conformadas una para cada accidente y trabajaron con un plazo de 
30 días, con un aditivo de 20 días más y llegaron a conclusiones que se hicieron públicas. Luego de las 
informaciones que se dieron al ministro de Defensa Nacional y a las familias de los actores 
involucrados y fallecidos en este acto, se hizo una conferencia de prensa. 


Estas investigaciones —desde el punto de vista del sumario— están en la página de la Fuerza 
Aérea. Aprovechando nuestra comparecencia invitamos a los miembros de la Comisión de Defensa 
Nacional del Senado de la república —también lo haremos con los miembros de la comisión homónima 
de la Cámara de Representantes-—, para que si lo estiman conveniente se trasladen —los miembros de 
las comisiones investigadoras también podrían concurrir a este ámbito, pero me parece que sería 
mejor que los senadores se trasladen al lugar en que se realiza la investigación— a efectos de recibir de 
primera mano las explicaciones de ambas comisiones con los PowerPoint correspondientes, con todos 
los elementos que han generado esta investigación. 


Queremos señalar que la Fuerza Aérea está a vuestra disposición. Asimismo, el Ministerio de 
Defensa Nacional ha dado las indicaciones para recibir a los señores senadores que deseen tener de 
primera mano el resultado de estas investigaciones. 


Continúo con el informe. 


Acá han actuado distintos factores bajo la presidencia de un teniente coronel y dependiente, 
como dije anteriormente, del director de Seguridad de Vuelo, responsables del área operacional, de 
mantenimiento, de recursos humanos y medioambiental. Todos estos factores —con responsables en 
cada una de estas áreas— han tenido también tras de sí asesores integrantes de la Fuerza Aérea, que 
conforman equipos que les han permitido llegar a cierto tipo de conclusiones. 


Como dijimos en un primer momento, determinar causas, generar recomendaciones y 
proporcionar datos estadísticos no busca obtener responsables desde el punto de vista de la 
investigación, según la reglamentación vigente en nuestro país desde hace varios años —esta es del 
año 1989- con que se ha investigado la historia de los accidentes. De acuerdo con la documentación 
que traje sobre todos los accidentes investigados en los últimos veinte años, vemos que las comisiones 
son las mismas, no en cuanto a las personas que las integran, sino en cuanto a la forma en que se ha 
realizado la investigación. Siempre ha actuado nuestra Fuerza Aérea a través de las comisiones que 
reglamentariamente están habilitadas no en base a reglamentaciones de carácter externo, nacionales 
ni internacionales. Esto no quiere decir que en caso de ausencia de algún especialista —consideramos 
que las personas que participan son especialistas, son profesionales de nuestra fuerza-, pueda 
hacerse una convocatoria eventualmente. Este no es el caso de cuando nuestra Fuerza Aérea 
interviene, por ejemplo, en otros países a través de distintos organismos como el Sicofaa, Sistema de 
Cooperación de las Fuerzas Armadas Americanas. En ese caso las investigaciones pueden realizarse 
a través de este sistema —Sicofaa— y, fundamentalmente, de los cuerpos de investigación del propio 
país donde pudiera haber tenido lugar el accidente. Tan es así que la investigación del último accidente 
de una aeronave uruguaya que se produjo fuera del país, bajo bandera de las Naciones Unidas —en 
Haití— se realizó por parte de los especialistas de la propia Fuerza Aérea. Luego de llevado adelante 


este proceso de investigación y de arribar a las conclusiones correspondientes, se pasó esta 
investigación a las propias Naciones Unidas. 


Como resultado de este proceso surge la valoración de los factores analizados. En el caso del 
A 37, matrícula 273 de la Fuerza Aérea Uruguaya, se determina que la causa del accidente es 
indeterminada y que existe la posibilidad de que otros factores puedan haber sido contribuyentes al 
resultado del siniestro. De los factores analizados, el ambiental se da como descartado mientras que al 
factor humano se lo considera como contribuyente. En base a la evidencia se determinó que ninguno 
de los dos pilotos activó su sistema de eyección, siendo altamente probable que la tripulación se 
ocupara, al cien por ciento, de tratar de recuperar el control de la aeronave, perdiendo la conciencia 
situacional, es decir, no dándose cuenta de la complejidad y peligrosidad de la situación en la que 
estaba involucrada. 


El factor operacional se da también como contribuyente. El operador de la aeronave, la 
tripulación, desde una posible ejecución inadecuada de la maniobra o por la aplicación insuficiente de 
las correcciones, pudieron haber contribuido al desenlace del accidente. 


Al factor material se lo valora como indeterminado. Es difícil determinar que este factor haya 
influido en la causa del accidente debido al estado de los restos, producto de la magnitud del impacto. 
No obstante, se determinó que los motores funcionaban al momento del accidente y que no hubo fuego 
en ellos, así como también que todas las superficies móviles se encontraban en el lugar, lo que indica 
que no hubo desprendimientos, en forma previa, durante el vuelo. 


Esto es un resumen, algo muy sumario. Obviamente, tenemos la totalidad del informe y es por 
eso que creo que es de interés ver el que han hecho los distintos equipos y profesionales que actuaron 
en la materia, para lograr una comprensión mayor, incluso, con trazas del vuelo de los radares 
nacionales; también algún radar de un país vecino nos dio cierto tipo de información al respecto. Todo 
esto hace un compendio general de la situación que nos ayuda, por lo menos, a tener una idea más 
acabada sobre los procedimientos llevados adelante en este proceso de investigación. 


En cuanto a las conclusiones respecto al accidente del helicóptero UH-1H, matrícula 055 de 
la Fuerza Aérea Uruguaya, se establece que la causa del accidente es indeterminada y que existe la 
posibilidad de que otros factores hayan podido ser contribuyentes al resultado del siniestro. Entre los 
factores analizados, el ambiental también fue descartado. Al factor humano se lo da como 
contribuyente. Se considera posible y probable la contribución de la reducción de concentración de los 
pilotos generada por el exceso de responsabilidad y tareas en la cabina. Al factor operacional también 
se lo considera contribuyente. Se habla de que es posible y probable un incorrecto comando de la 
aeronave por parte de la tripulación, al final de la maniobra, así como también una equivocada 
corrección sobre las acciones que se estaban realizando. Se determinó un aumento de la potencia 
registrada aplicada previo al accidente, pero se desconoce el motivo. En este caso se considera poco 
probable la influencia del factor material. 


De los restos recuperados se determinó que el impacto primario del rotor principal en el 
terreno ocasionó la pérdida en el control de la aeronave, impactando seguidamente el rotor de cola en 
el suelo, lo que provocó la posterior colisión de la célula en tierra. Los análisis realizados en los restos 
de la aeronave no permiten concluir en forma determinante la participación de este factor como causa 
principal ni descartable del accidente. 


Esta es la parte sumaria de los dos procesos de investigación. 


También debemos decir que por decreto n.* 1958 se realiza, en el primer momento y previo a 
tener el resultado de estas investigaciones, una investigación administrativa, también llevada adelante 
por la Fuerza Aérea, y como consecuencia se obtienen ciertos tipos de evidencias, que luego son 
pasadas a la justicia ordinaria y a la justicia penal militar como un hecho de procedimiento que se da en 
forma paralela a la investigación a que anteriormente hacía referencia. 


Como dije en un principio, se buscan causas, acciones correctivas y datos estadísticos. En 
ningún momento se trata de actuar como jueces porque, en base al proceso administrativo, serán la 
justicia ordinaria y la justicia militar las que actúen en el área de su propia responsabilidad. Luego, 
todos estos procedimientos son elevados al área de seguridad de vuelo, que interviene desde el punto 
de vista de la seguridad operacional, y se determinan una serie de normas y acciones en la propia 
fuerza con el fin de tratar de evitar que se produzcan accidentes de las mismas características. 


También debo decir ante los señores senadores que los oficiales que intervienen en estas 
investigaciones son profesionales de la Fuerza Aérea que realizan cursos regulares de formación en 
seguridad de vuelo en la propia Fuerza Aérea y también en el exterior; los habilitamos a que se formen 
en el exterior en este tipo de cursos. 


Eso es, en principio, lo que tengo para informar a la comisión y estoy a las órdenes ante las 
preguntas que quieran realizar. 


SEÑOR GARCÍA.- Yo ya conocía el comunicado leído por el señor ministro porque lo obtuve de la 
página web de la Fuerza Aérea. Me parece que la Comisión de Defensa Nacional del Senado merece 
otra información más que un comunicado colgado en una página web. 


De la lectura del comunicado a que ahora hacía referencia el ministro está claro que, al haber 
concluido la investigación —que insumió 50 días— de los dos accidentes, en ninguno de los casos se 
pudo conocer la causa. Eso es determinante en esta pregunta, porque no es que 50 días después de 
haberse iniciado una investigación haya una conclusión. El comunicado empieza diciendo: 
«Conclusiones A-37 (FAU 273). Causa del accidente: indeterminada». Y respecto al otro accidente, a la 
otra tragedia, que es la del helicóptero, dice: «Causa del accidente: indeterminada». Es decir que 
pasaron 50 días y no tenemos ningún resultado objetivo. Así lo comunica el ministro de Defensa 
Nacional. Sí hay un conjunto de hipótesis. Tan hipótesis son que el informe comienza diciendo: «Existe 
la posibilidad de que otros factores puedan ser contribuyentes al resultado del siniestro». Y la mayoría 
de las frases empiezan diciendo: «Es probable». «Es posible». «Es posible y probable». Se dicen estas 
cosas analizando los diferentes factores, haciendo mucha fuerza sobre lo que se da en llamar el factor 
humano, que se lo califica como «contribuyente». Yo quiero recordar que el propio comandante de la 
Fuerza Aérea, al día siguiente del primer accidente, destacó que el instructor del avión era —-lo estoy 
refiriendo textualmente— un instructor de combate de mucha experiencia. Eso dijo el general Zanelli al 
día siguiente, el sábado 13 de agosto pasado, destacando la pericia del comandante del avión. 


Es notorio que es muy difícil investigarse a sí mismo, ser juez y parte. No importa si otras 
veces se hizo así; tal vez habría que buscar diferentes mecanismos. Este accidente supuso una 
tragedia que cobro la vida de cuatro muchachos aviadores y si después de 50 días de investigación no 
hubo ningún resultado por parte de la Fuerza Aérea y del Ministerio de Defensa Nacional en 
realidad, el responsable es el ministerio, que dice que las causas son indeterminadas—, creo que sería 
bueno pedir ayuda para realizar un peritaje, obtener una visión externa y neutral sin el compromiso de 
participar de la misma fuerza que tuvo el accidente, que se tiene que investigar, que está sujeta a 
mando y tiene características especiales. Habría que ver si efectivamente hay otros medios para 
investigar o el trabajo realizado careció de la profundización en algunos elementos. 


Sinceramente, lo que sucede es que 50 días después de los accidentes no tenemos causa 
en ninguno de ellos. La Fuerza Aérea y el Ministerio de Defensa Nacional caratulan el expediente como 
causa indeterminada y después desarrollan una serie de hipótesis poniendo un mayor acento en el 
factor humano. Comprenderá el señor ministro que esto es muy delicado porque desgraciadamente, en 
este caso, el factor humano no puede ofrecer su versión porque son personas que han fallecido. Sí 
sabemos, por boca del comandante, que se trataba de personas con mucha experiencia; tanta 
experiencia tenían que el propio comandante dice, al referirse al piloto del avión, que era un instructor 
de combate de mucha experiencia —sic— y, al mencionar al piloto del helicóptero, menciona que lo llevó 
—al propio comandante— a Durazno cuatro días antes de fallecer. ¡Imagino que el comandante se 
traslada con aviadores de experiencia! 


Creo que lo importante sería buscar un resultado de la investigación porque hasta ahora no 
lo tenemos, es algo indeterminado. Se podría hacer una pericia que nos abriera nuevos caminos de 


profundización y reitero que podría recurrirse a un organismo internacional —no es ofensivo para nadie 
hacer esto— porque quizás tengan más recursos que nuestras fuerzas para investigar. Además, insisto 
en que tendrían una mirada neutral porque es muy difícil investigarse a sí mismos, sobre todo en 
fuerzas sujetas a mando. 


En la comparecencia del señor ministro que relatamos —entre los dos accidentes— le reclamé 
una auditoría técnica con foco en la seguridad de las aeronaves y las tripulaciones. Él respondió —por 
ahí debe estar la versión taquigráfica— que apenas tuviera ese material con mucho gusto lo iba a volcar 
a la comisión o al Senado. Por lo tanto, me gustaría saber si se hizo esa auditoría técnica porque hay 
que ver lo que ya sucedió, pero también hay que prever hacia el futuro; me parece que no alcanza con 
señalar que las aeronaves están operativas o en orden de vuelo. No olvidemos que la mayoría de 
estos aviones han sido desafectados en sus países de origen; además, en Uruguay se utilizan durante 
cuarenta años, cuando en otros países se desafectan en veinte o treinta años. 


Asimismo, de acuerdo con una información que surgió en la prensa, me gustaría consultar 
acerca de la eventualidad de que sea sancionado el comandante de la Fuerza Aérea por declaraciones 
y algunas argumentaciones que hizo el día de la conferencia de prensa en la que se dio cuenta de las 
investigaciones del accidente, señalando que los aviadores estaban preocupados por situaciones 
laborales, etcétera. Quisiera saber si esto es verdad porque se trata de una información pública que 
surgió en la mañana de hoy. 


SEÑOR MINISTRO..- Hay varias cosas sobre las que quisiera informar y también quisiera hacer alguna 
apreciación. 


Ya hemos dicho que acá no buscamos responsables; hay tres elementos a los que estamos 
obligados de acuerdo con la reglamentación vigente que, además, no hicimos nosotros, pero que 
utilizan el país y los distintos gobiernos desde hace muchos años. Es una reglamentación que ha sido 
buena para el Estado durante todos estos años. 


Por otro lado, es importante dejar establecido, porque va a quedar en la versión taquigráfica, 
que confiamos en la profesionalidad de nuestra Fuerza Aérea. Y cuando hablamos de la 
profesionalidad de nuestra Fuerza Aérea nos referimos a sus activos humanos y lo extendemos a las 
misiones que deben cumplir, que están determinadas por los reglamentos, que entre otras cosas 
establecen que deben formar parte de los equipos de investigación, en los que también confiamos 
totalmente. Podría mencionar la cantidad de accidentes que se produjeron entre 1996 —por hablar de 
20 años atrás— y 2016. Es mayor en los años previos y también tenemos los antecedentes. 


Es prácticamente imposible o muy difícil encontrar las causas reales de los accidentes en los 
que se generaron pérdidas de vidas humanas. 


SEÑOR GARCÍA.- Este no es un tema de profesionalidad; en esta mesa =sentado en una silla 
próxima a donde hoy está el señor ministro—- el propio exministro de defensa, señor Fernández 
Huidobro, su antecesor, dijo que estos aviones no podían volar más. No es un tema de profesionalidad 
sino de materialidad. Eso fue lo que señalé y no quiero entrar en ese otro terreno. 


SEÑOR MINISTRO.- No quiero entrar en este tipo de discusión, sobre todo en apreciaciones 
realizadas por un compañero de trabajo que ya no está entre nosotros. No sé qué quiso decir el 
ministro en ese entonces, pero confiaba en la profesionalidad de nuestra Fuerza Aérea y habilitaba a 
que volaran. Conociéndolo, y por su capacidad de mando, creo que si hubiera entendido que los 
aviones no podían volar hubiera dado la orden de que no lo hicieran. La Fuerza Aérea vuela y va a 
seguir volando. El 80 % de los accidentes a nivel internacional y nacional se producen por factores 
humanos; es una estadística que emana de lo que anteriormente mencionaba. Ese 80 % está hablando 
de que el factor humano es una realidad y no una cuestión antojadiza que trae el ministro de defensa a 
esta mesa. Tampoco es algo antojadizo el resultado de la investigación, porque no la hizo el ministro de 
defensa sino un equipo profesional de nuestra Fuerza Aérea, que por reglamento fue convocado a 
hacer ese trabajo. Acá traslado los resultados de esta comisión que trabajó en tiempo y, a mi entender, 
en forma para llegar a los objetivos establecidos en el artículo 2.” del reglamento en vigencia. 


En la región no existen organismos externos de investigación de accidentes de aviación 
militares. Las Fuerzas Armadas hacen las investigaciones de los accidentes de sus aeronaves. Sí 
existen organismos como el que mencioné hace un momento, el Sicofaa, Sistema de Cooperación de 
las Fuerzas Armadas Americanas, al que una vez alcanzada esta etapa de investigación —que fueron 
50 días- vamos a requerir algún tipo de colaboración, porque estos accidentes que se dan en el 
Uruguay son pocos con relación a los que ocurren en otras partes, donde hay fuerzas aéreas mayores 
y con más horas de vuelo. A través del Sicofaa —y ya me lo ha dicho el señor comandante— vamos a 
hacer una aproximación a todos ellos y a compararlos con lo que tenemos; tal vez sea uno de los 
elementos de carácter técnico que pueda habilitarnos para llegar a otro tipo de información que hoy no 
tenemos. Eso lo vamos a llevar a cabo; ya ha sido conversado y planteado, pero era necesario 
transcurrir por toda esta etapa. Es cierto que el señor comandante voló a la ciudad de Durazno con el 
piloto aviador que, lamentablemente, falleció en Carrasco. De todos modos, no hay que confundir 
aviadores con instructores de vuelo porque son cosas diferentes; al aviador se le instruye para ser 
instructor y no cualquier aviador es un instructor. 


SEÑOR GARCÍA.- Yo no dije eso. El señor ministro está equivocado. 
SEÑOR MINISTRO..- No estoy equivocado. 
(Dialogados). 


SEÑOR GARCÍA.- Lo que dice el señor ministro es una obviedad. Lo que sucedió fue que escuchó o 
interpretó mal lo que dije. Lo voy a reiterar: lo que afirmé fue que el piloto de la tragedia del avión era 
un instructor y que el comandante de la Fuerza Aérea, el general Zanelli, al día siguiente dijo: «Era un 
instructor de combate de mucha experiencia». Esto fue lo que dijo sobre el piloto del A-37. Luego 
agregué —como hay versión taquigráfica, cuando la lea va a comprobar que se equivocó-— que el piloto 
del helicóptero que trasladó al comandante hasta Durazno seguramente tenía experiencia porque 
imagino que no viajaría con un alumno. Desgraciadamente, este fue el piloto que tres o cuatro días 
después tuvo el accidente. Aclaro que aprecio mucho al señor ministro, pero creo que ha confundido 
mis expresiones y que se equivocó. 


SEÑOR MINISTRO..- Es posible que haya sido de esa manera. 


Quiero agregar que los aviadores pueden tener una experiencia importante desde el punto 
de vista de la aviación, pero no como instructores. En estos casos, según los informes que tenemos, 
podemos deducir que los instructores, sobre todo el del UH, no tenían una gran experiencia como 
tales. Además, se dio el hecho —fortuito o no-— de que en una misma aeronave volaran un piloto novel 
con un instructor novel. Esto es lo que se evalúa que debe corregirse. 


La Fuerza Aérea está llevando adelante su plan anual de seguridad de vuelo. Para nosotros, 
a nivel nacional, es una auditoría sobre los materiales con que se cuenta y se lleva adelante de 
acuerdo a las horas de vuelo y al tiempo de las aeronaves, pero también en lo relativo a los cursos que 
se realizan, la capacitación, el adiestramiento y todas las operativas. En el día de hoy hemos tenido 
una entrevista con un brigadier encargado de esta temática en las fuerzas y se nos ha dicho que estas 
auditorías tienen que ver con ese plan de seguridad que se realiza a nivel nacional. Si lo que se 
pretende —y aclaro que no lo califico sino que simplemente lo digo claramente— es alguna auditoría 
externa, de otro país, por fuera de las que se hacen habitualmente a nivel nacional por parte de nuestra 
propia fuerza, debería decirse. En lo personal, confío en la capacidad de control y en los planes 
anuales de seguridad que lleva a adelante nuestra Fuerza Aérea, que son auditorías. Se están 
analizando horas de vuelo, tiempo de las aeronaves y todos aquellos elementos que hacen no solo al 
factor material sino, fundamentalmente, al humano. 


Esto es lo que debo informar, señor senador, con respecto a este tema. 


En cuanto a las sanciones a que el señor senador hizo mención, quiero decir que, en 
realidad, como ministro no estuve de acuerdo con algunas expresiones que vertió el señor 
comandante, con quien tengo total confianza desde el punto de vista profesional y también en el 


trabajo, lo que no quiere decir que no podamos tener aciertos y cometer errores todos los días. El 
jueves de la semana pasada realicé una observación —no la tengo que hacer porque ya la hice— que 
tenía que ver con la oportunidad y la forma de realizar cierto tipo de apreciaciones en la conferencia. 
Entendí que se había excedido con respecto a lo que eran las razones y la propia información del 
accidente que estaba siendo dada por el oficial responsable de las investigaciones y tomé la medida de 
realizar una observación como tantas otras que se realizan con personal militar, a nivel militar o a nivel 
político hacia el militar. Esa es una acción que ya se realizó y, obviamente, quedó en el ámbito 
personal, pues no tuve intención de hacer una exposición pública sobre ella. Reitero que la realicé el 
jueves pasado y recién la estoy comunicando hoy públicamente acá —no lo he dicho en la prensa— 
porque el señor senador me lo pregunta. Fue una observación que tenía que ver con lo que yo entendí 
fue incorrecto y debía reencauzarse. Este fue el motivo de la observación, y no otro. 


El elenco de sanciones que fija el Reglamento de la Fuerza Aérea es muy amplio y esta es la 
primera observación, que puede ser de carácter verbal o escrito; en este caso fue de carácter verbal. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Vamos a pedir al señor ministro una aclaración sobre la situación del 
capitán D' Anatro. Me refiero a que llegaron 27 pedidos de venias de las que una quedó en suspenso, 
por lo que las otras 26 fueron aprobadas por la Cámara de Senadores. Tengo entendido que hay 
alguna confusión sobre este tema, por lo que solicito al señor ministro que amplíe la información que 
tenemos, que es que el capitán fue sancionado oportunamente con arresto a rigor, pero creo que hay 
algún otro expediente en el Poder Judicial. En virtud de que es un tema que todavía no ha finiquitado 
su tratamiento, solicitamos al señor ministro que realice las aclaraciones del caso. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR GARCÍA.- A efectos de que no quede inconcluso el tema del accidente, voy a dar lectura a la 
versión taquigráfica de la comparecencia ante esta comisión del entonces ministro de Defensa 
Nacional, señor Fernández Huidobro —que estaba en su silla de ruedas en el mismo lugar en que ahora 
está ubicada la doctora Nogueira—, el 7 de setiembre de 2015, con respecto a la situación de los 
aviones de combate. Dijo textualmente: «En este último caso tenemos otro problema porque en pocos 
años nos quedamos sin los A-37, que ya eran aviones de museo. En su oportunidad se compraron 
para pelear contra los guerrilleros en el Uruguay; los guerrilleros fueron presos y ahora son ministros o 
expresidentes, y seguimos con los A-37, que se usaron además en la Guerra de Vietnam. También hay 
que decir que ya no se consiguen ni repuestos para esos aviones porque las fábricas los 
discontinuaron». Esta cita es textual, reitero, de lo que dijo el entonces ministro. 


Con respecto a lo que dije de una auditoría, en verdad no estoy pensando en eso. Cuando 
reclamé una auditoría lo hice con un grado de urgencia muy diferente a un análisis que puede llevar 
semanas o meses, porque estamos hablando de muy pocas unidades. Lo decía con respecto a la 
seguridad de la tripulación. ¿Por qué? Por razones obvias, pues hoy no puedo descartar -me imagino 
que el señor ministro tampoco— que no vuelva a suceder un episodio similar. Entonces, uno tiene la 
responsabilidad de achicar al máximo posible el riesgo de que sucedan episodios similares. Por eso, 
cuando reclamo una auditoría técnica urgente lo hago con foco en la seguridad. El plan de seguridad 
de vuelo puede llevar meses. Incluso, cuando uno habla de lo externo, también tiene que consultar a 
los fabricantes de los aviones. Saber cuál es la opinión del estado actual no es denigratorio para nadie. 
Cualquier persona que suba a un avión quiere estar segura de que va a bajar por la escalera. 


Me parece que no es una cuestión que ofenda la soberanía de nadie; se trata de cuidar la 
integridad de los aviadores, de las personas, de la institución. Del ministro hacia abajo todos quieren 
que sus subalternos cumplan su misión sin problemas. 


Gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- No fue mi intención pensar que el señor senador iba a plantear un tema fuera de 
nuestra soberanía porque lo conozco y sé que no va a hacerlo. Sí he pedido al comandante que realice 
ese procedimiento de inspección de las aeronaves que van a estar en orden de vuelo. Tengo en mi 
poder el informe de lo que hoy está en orden de vuelo y puedo asegurar que esas aeronaves han sido 


testeadas, y las que están por entrar en orden de vuelo también están siendo testeadas. Lo que tengo 
es un informe diario de las aeronaves que están en orden de vuelo, que es una de las 
responsabilidades del ministro de Defensa Nacional. Esto implica que se están realizando auditorías, o 
sea que no es un tema laxo en el tiempo; hay otras cosas que sí, por ejemplo, las que tienen que ver 
con un criterio general de la seguridad de vuelo. Pero las auditorías que se realizan para determinar 
aeronaves en orden de vuelo se hacen en forma permanente, y el Ministerio de Defensa Nacional 
dispone que el señor comandante tiene que llevarlas adelante. Recuerdo muy bien cuando se me 
planteó esa situación acá y estoy de acuerdo con que eso debe realizarse. Cada persona que sale a 
volar, sale en una aeronave que fue testeada y auditada, y se hace una auditoría general de todos los 
servicios. En este momento tengo a disposición el informe actual: hoy el Ministerio de Defensa 
Nacional está con un 40 % de las aeronaves en orden de vuelo, y esos procedimientos son hechos por 
personal especializado en esa materia. 


Con respecto a la versión taquigráfica leída por el señor senador, siempre es un gusto 
escuchar las palabras que pronunciara el ministro Fernández Huidobro, aunque en algunas cosas 
pueda no estar de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchísimas gracias por la comparecencia del señor ministro y demás 
autoridades del ministerio. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 16:08). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


